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Jestis RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ

ARTICULO 3° La educacién que imparta el Estado —Federacion,
Estados, Municipios— tendera a desarrollar arménicamente todas
las facultades del ser humano y fomentard en €1, a la vez, el amor
a la patria y la conciencia de la solidaridad internacional en la in-
dependencia y en la justicia.

I. Garantizada por el articulo 24 la libertad de creencias, dicha edu-
cacién serd laica y, por tanto, se mantendrd por compleio ajena a
cualquier doctrina religiosa;

11. El criterio que orientard a esa educacion se basard en los resulta-
dos del progreso cientifico, luchard contra la ignorancia y sus efec-
tos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios. Ademas:
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ARTICULO 3 9

a) Ser4 democrética, considerando a la democracia no solamente como
una estructura juridica y un régimen politico, sino como un sistema
de vida fundado en el constante mejoramiento econdmico, social ¥y
cultural del pueblo;

b} Seri nacional, en cuanto —sin hostilidades ni exclusivismos— aten-
derd a la comprensién de nuestros protiemas, al aprovechamiento
de nuestros recursos, a la defensa de nuestra independencia politica,
al aseguramiento de nuestra independencia econémica y a la conti-
nuidad y acrecentamiento de nuestra cultura, y

¢) Contribuird a la mejor convivencia humana, tanto por los elemen-
tos que aporte a fin de robustecer en ¢l educando, junto con el apre-
cio para la dignidad de [a persona y la integridad de la familia, la
conviccién del interés general de la sociedad, cuanto por el cuidado
que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de dere-
chos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de reli-
gién, de grupos, de sexos o de individuos;

III. Los particulares podrin impartir educacién en todos sus tipos y
grados. Pero por lo que concierne a la educacidén primaria, secun-
daria y normal (y a la de cualquier tipo o grado, destinada a obreros
y campesinos) deberin obtener previamente, en cada caso, la auto-
rizacién expresa del poder piiblico. Dicha autorizacién podra ser
negada o revocada, sin que contra tales resoluciones proceda juicio
o recurso alguno;

IV. Los planteles particulares dedicados a la educacién en los tipos y
grados que especifica la fraccién anterior, deberdn impartir la edu-
cacion con apego a los mismos fines y criterios que establecen el
primer pdrrafo y la fraccidn II del presente articulo; ademés cum-
plirén los planes y programas oficiales y se ajustardn z lo dispuesto
en la fraccién anterior;

V. El Estado podri retirar discrecionalmente, en cualquier tiempo, el
reconocimiento de validez oficial a los estudios hechos en planteles
particulares;

V1. La educacién primaria serd obligatoria;

VIIL. Toda la educacién que el Estado imparta serd gratuita;

VIIL Las universidades y las demés instituciones de educacién superior
a las que la ley otorgue autonomia, tendrin la facultad y la responsa-
bilidad de gobernarse a si mismas; realizarn sus fines de educar, in-
vestigar y difundir Ia cultura de acuerdo con los principios de este
articulo, respetando la libertad de citedra e investigacion y de libre
examen y discusién de las ideas; determinardn sus planes y sus pro-
gramas; fijarin los términos de ingreso, promocién y permanencia
de su personal académico; y administrardn su patrimonio. Las rela-
ciones laborales, tanto del personal académico como del administra-
tivo, se normaran por ¢l Apartado A del articulo 123 de esta Consti-
tucidn, en los términos y con las modalidades que establezca la Ley
Federal del Trabajo conforme a las caracterfsticas propias de un tra-
bajo especial, de manera que concuerden con la autonomia, la liber-
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10 CONSTITUCION POLITICA MEXICANA COMENTADA

tad de cétedra e investigacién y los fines de las instituciones a que
esta fraccion se refiere;

IX. El Congreso de la Unidn, con el fin de unificar y coordinar la edu-
cacién en toda la Repiiblica, expedird las leyes necesarias, destina-
das a distribuir la funcién social educativa entre la Federacidn, los
Estados y los Municipios, a fijar las aportaciones econémicas corres-
pondientes a ese servicio piblico y a sefalar las sanciones aplicables
a los funcionarios que no cumplan o no hagan cumplir las disposi-
ciones relativas, lo mismo que a todos aquellos que las infrinjan.

COMENTARIO: El presente articulo establece las bases constitucionales
de la educacién en México. Como se desprende del texto, el articulo 39 vi-
gente —cuya més reciente reforma data del 28 de enero de 1992— sefiala
los principios y criterios que deben orientar a la educacién, conformando
todo un programa ideoldgico al definir nociones tan importantes como lo
democratico, lo nacional y lo social; al respecto, establece los criterios cons-
titucionales que deben orientar la educacién impartida por el Estado, los
particulares (en caso de tratarse de educaciér primaria, secundaria, normal
0, en general, la de cualquier tipc o grado si se destina a obreros o campe-
sinos) y las universidades e instituciones de educacién superior auténomas
por ley. Para su cabal comprensién, es indispensable aludir a las diversas
vicisitudes constitucionales de que ba sido objeto la educacidn en nuestro
pais, como resultado de la lucha del pueblo mexicano por definir su pro-
yecto histérico como nacién.

La educaci6n, dentro de la organizacién politica y social de los aztecas,
se encontraba bajo el control y auteridad estatal, a través de dos institucio-
nes: el tepulcali y el calmecac, donde se impartia respectivamente ensefian-
za a los jévenes e infantes pertenecientes a la clase media y a los mancebos
de la clase acomodada de la sociedad, quienes tenian la obligacién de asis-
tir; se trataba, por tanto, de una educacién clasista, en virtud de que se
excluia a los Hamados matzehuales, quienes conformaban la clase del pueblo.

En la época colonial, por otra parte, la educacién estaba bajo el control
eclesidstico y estatal, proscribiéndose toda libertad de ensefianza, ya que
esencialmente se difundian las doctrinas catdlicas que eran la base de la
unidad politica del Estado espafiol.

Durante los primeros afios del México independiente no se advierte en los
respectivos documentos constitucionales mayor preocupacién por las carac-
teristicas de la educacién, si bien esta wltima continué encontrandose facti-
camente monopolizada por la Iglesia catdlica.

La prerreforma liberal de 1833, a cargo de Valentin Gomez Farias, per-
sigui6 ampliar la educacién oficial a través de la creacién de la Direccién
General de Instruccion Piblica, el establecimiento de la ensefianza libre y
la instauracién de escuelas primarias y normales. Asimismo, por estimarla
un reducto de! pensamiento conservador, se clausuré la Real y Pontificia
Universidad —reabriéndose y cerrandose eventualmente durante los afios si-
guientes, segtin el gobjerno liberal o conservader en turno—, asi como otros
colegios de estudios superiores; en su lugar, se organizaron escuelas de es-
tudios preparatorios y otras de cardcter profesional.
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ARTICULO 3° 11

La Constitucién liberal de 1857, después de un intercsante y apasionade
debate en el senc del Congreso, fue congruente con sus postulados y con-
sign6 la lbertad de ensefianza. En 1867 el presidente Julrez expidi6, en uso
de las facultades de que se hallaba investido y en contra de quienes repu-
diaban la intromisién del Estado en la ensefianza, la Ley Orginica de Ins-
truccion Piiblica, que instituyd la ensefianza primaria gratuita, laica y obli-
gatoria, pero cuya vigencia se limitd al Distrito Federal, pues el Congreso
de la Unién carecia de facultades federales en Ia materia. Por esta misma
razén, cuando en 1905 el presidente Diaz cred Ja Secretaria de Instruccién
Piblica y Bellas Artes tuve que encomendarle tan séile la instruccién pi-
blica en el Distrito y territorios federales, no obstante que como secretaria
de despacho le correspondian “los negocios del orden administrative de la
Federacién”, segiin el articule 86 de la Constitucién de 1857.

El proyecto del articulo 3? presentado por el Primer Jefe Venustiano
Carranza al Congreso Constituyente de Querétaro preveia la plena libertad
de ensefianza, asi come e] laicismo y la gratuidad para la que se impartiera
en establecimientos oficiales. La Comisién de Constitucién —presidida por
Miigica, uno de los lideres més destacados de la corriente radical del Con-
greso— dic a conocer su dictamen sobre dicho articulo, el cual no estaba
de acuerdo con ¢l proyecto mencionado, y propuso un texto més progresista
que eliminaba totalmente la intervencién del clero en la ensefanza, por esti-
mar que la ensefianza teligiosa perjudicaba el desarrcllo psicolégice natural
del nifio y que el clero, al anteponer los intereses de la Iglesia, era contra-
ric a los intereses macionales y sélo buscaba usurpar las funciones del Es-
tado. Después de un largo, acalorado y significativo debate entre la referida
corriente radical o jacobina, de filiacién obregenista, y la corriente mode-
rada, integrada por los diputados més leales a Carranza (si bien, incluso
estos 1ltimos, se declararon anticlericales), la Comisidén de Constitucién re-
tiré su proyecto original y presenté un nuevo texto, en el que también pre-
dominé la corriente radical, el cual fue aprobado por 99 votos contra 58.

Asi, el texto original del articulo 39 establecié por primera vez a nivel
constitucional las siguientes caracteristicas de la ensefianza: la educacién im-
partida en escuelas oficiales serfa laica, al jgual que la ensefianza primaria
(elemental y superior) impartida en establecimientos particulares; ni las cor-
poraciones religiosas ni los ministros de algin culto podrian establecer o
dirigir escuelas primarias; las escuelas primarias particulaers sélo podrian
establecerse sujetandose a la vigilancia oficial, y las escuelas oficiales impar-
tirfan ensefianza primaria en forma gratuita,

En diciembre de 1934 se reformé el articulo 39 constitucional, tomando
como base primordialmente una iniciativa formulada por el Comité Ejecu-
tivo Nacional del Partido Nacional Revolucionario que hizo suya la totali-
dad de los diputados, imprimiéndole a la ensefianza piblica cierte contenido
ideoldgico y determinada finalidad: “La educacién que imparta el Estado
serd socialista, y ademas de excluir toda doctrina religiosa combatiri el fa-
natismo y los prejuicios, para lo cual la escuela organizard sus ensefianzas y
actividades en forma que permita crear en la juventud un concepto racio-
nal y exacto del universo y de Ia vida social”.
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12 CONSTITUCION POLITICA MEXICANA COMENTADA

Previamente, el llamado Bloque Nacional Revolucionario de Ia Cimara
de Diputados habia presentado una iniciativa alternativa radical en los si-
guientes témminos: “La educacién serd socialista en sus orientaciones y ten-
dencias; 1a cultura que ella proporcione estari basada en las doctrinas del
socialismo cientifico y capacitara a los educandos para realizar la socializa-
cién de los medios de produccién econdémica. Deberd, ademds, combatir los
Pprejuicios y dogmatismos religiosos”. Sin embargoe, las HH. Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales y Educaci6n desestimaron en su dictamen
esta tiltima propuesta y sometieron a la consideracién de la asamblea los
términos de la que se mencioné en el parrafo anterior, misma que después
de un largo debate se aprobé por unanimidad en la Cémara de Diputados
¥ posteriormente en ] Senado, asf como por la mayorfa de las legislaturas
estatales.

Cabe sefialar que en esa misma eocasién se hicieron otras adiciones y
reformas al propio articulo 3¢ constitucional, las cuales fueron retomadas
en su mayor parte por la reforma de 1946 y se conservan en la de 1992,
cuyo contenido se comenta en los siguientes parrafos.

En efecto, en ¢l afio de 1946 se volvié a modificar el mencionado articu-
lo, y es el que hoy se encuentra en lo esencial vigente, con las adiciones
de 1980, para garantizar constitucionalmente 1a autonomia universitaria, y de
1992 como parte de las reformas para la llamada modernizacién de las rela-
ciones entre el Estado y las Iglesias (reforméndose con este iltimo objeto,
ademés del articulo 39, el 59, el 24, el 27 y el 130).

A pesar de que el Constituyente de 1934 se habia rehusado a establecer
que la llamada educaci6n socialista implicaba la adopcién de la doctrina del
socialismo cientifico, el presidente Avila Camache en 1946 motivé su inicia-
tiva de reformas sefialando que: “la redaccién del articulo que menciono ha
servido para desviar el sentido de su observancia, para deformar parcial-
mente su contenido y para provocar, en algunos medios, un desconcierto que
procede afrontar con resolucidén, eliminando enr su origen las tendenciosas
versiones propaladas con la intencién de estorbar el progreso que ambicio-
namos”.

De acuerdo con esta reforma, desde entonces en ¢l proemio se estableci6
que “La educacién impartida por el Estado —Federacién, estados, munici-
pios— tenderd a desarrollar arménicamente todas las facultades del ser hu-
mano y fomentara en €, a la vez, ¢l amor a la patria y la conciencia de la
solidaridad internacional en la independencia y en la justicia™.

Por su parte, la reforma de 1992 estableci6 en la fraccién 1 que la edu-
cacién impartida por el Estado seri laica, es decir, se deberd mantener por
completo ajena a cualquier doctrina religiosa, con lo cual se derogé la obli-
gacién que en el mismo sentido tenjan los particulares, tratAndose de educa-
cién primaria, secundaria, normal y toda aquella destinada a obreros y cam-
pesinos.

Asimismo, en la nueva fraccién II se puntualizan los siguientes criterios
que desde 1946 orientan a la educacién en México, Ia cual debe basarse en
los resultados del progreso cientifico, luchando, para el efecto, contra la
ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios.
Ademis:
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AR1ICULO 3* 13

a) Serd democritica, considerando como democracia tanto a la estructura
juridica y al régimen politico, como al sistema de vida “fundado en el cons-
tante mejoramiento econémico, social y cultural del pueblo”.

b} Sera nacional, toda vez que serd preocupacién fundamental atender a
la comprensién de los problemas de México, al aprovechamiento de sus re-
cursos, a la defensa de su independencia politica y econdémica y a la conti-
nuidad y acrecentamiento de su propia cultura.

¢) Tendré un carécter social, solidario e integral, en tanto que deberé con-
tribuir a la mejor convivenciza humana, robusteciendo la dignidad de la per-
sona y la integridad de la familia, asi como la conviccidén del interés general
de la sociedad, bajo los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de
todos los hombres, evitande cualquier tipo de privilegios.

Por su parte, la fraccién III del articulo tercero dispone que los particu-
lares podrin impartir educacidn en todos sus tipos y grados, pero tratdndose
de la educacién primaria, secundaria y normal, asi como toda aquella des-
tinada a obreros y campesinos, deberdn primerc obtener, en cada caso, la
antorizacién expresa del poder piblico; misma que piede ser negada o re-
vocada, sin que contra tales resoluciones proceda juicio o recurso alguno.

La fraccién IV prescribe que los planteles particulares que impartan la
educacién a que se refiere Ia fraccién anterior deberin ajustarse a los fines
y criterios previstos en el proemic y la fraccidn II del propie articulo, asi
<como a los planes y programas oficiales.

La reforma de 1992 deroga la prohibicién de que las corporaciones reli-
giosas, los ministros de los cultos, las sociedades por acciones que, exclusiva
o predominantemente, realizaban actividades educativas, y las asociaciones o
sociedades ligadas con la propaganda de cualquier credo religioso, pudie-
ran intervenir en forma alguna en los planteles en que se impartia educa-
cién primaria, secundaria, normal o la destinada a obreros o campesinos,

La fraccién V sigue previendo que el Estado puede, en cualquier momen-
to, retirar el reconocimiento de validez oficial a los estudios realizados en
planteles particulares.

La fraccién VI declara que la educacién primaria serd obligatoria, ¢n
tanto que la fraccién VII ordena que toda la educacién que el Estado im-
parta serd pratuita.

De lo anterior resulta claro que la idea liberal decimondnica de la liber-
tad de ensefianza ha sido superada, y que actualmente la educacién consti-
tuye una funcién sociel a cargo del Estado, ya sca que la imparta directa-
mente, en forma descentralizada o a través de los particulares, gquienes
requieren previa autorizacién y ajustarse a la finalidad y criterios previstos
constitucionalmente (véase también el articulo 59 de la Ley Federal de Edu-
cacién), para cuyo efecto se encuentran sujetos a inspeccién.

Por otra parte, en octubre de 1979, después de consultar la opinién de
las propias instituciones de educacién superior involucradas, el presidente
de la Repiiblica envié al Congreso de la Uni6n la iniciativa para adicionar
una nueva fraccion VIII al articulo 3¢ constitucional que, con ciertas preci-
siones incorporadas por las cdmaras de Diputados y Senadores, se publico
en el Diario Oficial de 9 de junio de 1980, garantizando constitucionalmente
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14 CONSTITUCION POLITICA MEXICANA COMENTADA

la autonomia universitaria que, hasta entonces, sélo habia estado protegida
legalmente para ciertas instituciones,

La exposicién de motivos, por su parte, expresé: “La autonomia univer-
sitaria es una institucién que hoy es familiar a la nacién mexicana, Es com-
promiso permanente del Estado respetar irrestrictamente la autonomia para
que las instituciones de cultura superior se organicen, administren y funcio-
nen libremente, y sean sustento de las libertades, jamds como férmula de
endeudamiento que implique un derecho territorial por encima de las facul-
tades primigenias del Estado”.

Antes de pasar a considerar cada uno de los elementos contemplados por
dicha fraccion y que integran juridicamente el concepto de autonomia, es
conveniente precisar ciertos aspectos de carfcter general que contribuirdn
a comprenderlo mejor: en primer lugar, la autonomia debe entenderse como
el ejercicio de ciertas facultades que originalmente coirespenden al Estado
en tanto que estdn directamente relacionadas con el servicio piblico de edu-
cacién, en este caso del tipo superior; es decir, el Estado se desprende de
esas facultades que le son propias para depositarlas en otra entidad creada
por él. En segundo lugar, la autonomia se otorga sélo mediante un acto
juridico emanado del 6rgano Legislativo, sea federal o local, por lo que no
existe autonomia emanada de actos del Ejecutive o del Judicial. En tercer
lugar, la autonomia se ejerce sélo por algunos organismos descentralizados
de? Estado, por lo que no es posible concebir una dependencia u organismo
integrado a la estructura del gobierno central y que al mismo tiempo sea
auténomo. Por iltimo, y como consecuencia de todo lo anterior, no puede
concebirse la autonomia fuera del marco juridico que le es propio ni otor-
gada por otra instancia que no sea ¢l Estado, de alli que la autonomia sea
una condicién juridica que sélo pueda otorgarse a instituciones piblicas.

Asi, desde un punto de vista juridico, la autonomia no es mas que un
grado extremo de descentralizacién; si bien puede haber organismos des-
centralizados que no sean auténomos, no es posible que haya organismos
auténomos que no sean descentralizados, En términos generales, la descen-
tralizacién es una figura juridica mediante la cual se retiran determinadas
facultades de decisibn de una autoridad central para transferirlas a otra
autoridad de competencia menos general. Mientras que en la mayoria de los
casos de descentralizacién sélo se transfieren facultades propiamente admi-
nistrativas, en el caso de la autonomia a universidades e instituciones de
educacién superior de caricter piiblico también se faculta a los miembros
de la comunidad respectiva para autogobernarse y establecer sus propias
normas, estatutos o reglamentos, dentro del &mbito limitado por el acto le-
gislativo del Estado a través del cual se les otorgé la autonomia.

La fraccién VIII del articulo 39 constitucional expresamente establece
que: “Las universidades y las demés instituciones de educacién superior a
las que la Ley otorgue autonomia [...] realizarin sus fines de educar, inves-
tigar y difundir la cultura de acuerdo con los principios de este articulo,
respetando la libertad de cétedra ¢ investigacién y de libre examen y discu-
5ion de las ideas [...]" De este modo, se definen como fines inherentes de
las instituciones de educacién superior sus funciones sustantivas de educar,
investigar y difundir la cultura. Asimismo y a diferencia de lo que alguien
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ARTICULO 3 15

pudo llegar a sostener en otra época, todo el sentido nacionalista, democré-
tico, de solidaridad y de justicia que impera en el articulo tercero constitu-
cional se impone como obligatorio a la educacién superior impartida por
las instituciones piblicas auténomas, agregindoles los que se refieren & “la
libertad de catedra e investigacién y de libre examen y discusién de las ideas™.

Por otra parte, con objeto de habilitar a las instituciones de educacién
superior auténomas por ley para la consecucién de sus fines asignados y
preservar su independencia de todo control politico y gubernamental, la pro-
pia Constitucién reserva a las respectivas instituciones una serie de faculta-
des para que, a través de sus 6rganos y en gjercicio de su autonomia, deter-
minen las cuestiones de autogobierno, las académicas y las financieras. Sobre
este particular, la multicitada fraccién VII del articulo 39 constitucional
establece que: “Las universidades y las demas instituciones de educacién
superior a las que la Ley otorgue autonomia, tendrdn la facultad y la res-
ponsabilidad de gobernarse a si mismas [...] determinardn sus planes y pro-
gramas; fijaran los términos de ingreso, promocién permanencia de su per-
sonal académico; y administrardn su patrimonio”.

Es claro que tales facultades constitucionaimente reservadas deben ser
ejercidas por las propias instituciones, como parte de su autonomia a través
de sus érganos correspondientes —segin lo establezca su respectiva ley orga-
nica o reglamentos internos—, por lo que cualquier injerencia de alguna
otra jnstancia —ya sea gubernamental, sindical u otra— que pretenda con-
dicionar en cierta forma o hacer nugatorias dichas facultades, seria atenta-
toria de la autonomia universitaria constitucionalmente garantizada.

Por iltimo, la iniciativa presidencial con las adiciones que en este sen-
tido fueron introducidas en la Cémara de Diputados y en la de Senadores,
también atendi6 la solicitud que las universidades habian formulado a fin
de que se precisaran las modalidades de sus relaciones laborales.

Asi, con el propdsito de encontrar un equilibrio entre los legitimos dere-
chos de los trabajadores universitarios y la naturaleza y fines de las insti-
tuciones piiblicas auténomas de educacién superior, se establecid que las
relaciones laborales tanto del personal académico como del personal admi-
nistrativo se normaran por el apartado “A" del articulo 123 constitucional,
en los términos y con las modalidades previstos por la Ley Federal del
Trabajo (concretamente, el capituio XVIII del titulo sexto} “conforme a las
caracteristicas propias de un trabajo especial, de manera que concuerden
con la autonomia, la libertad de citedra e investigacién y los fines de las
instituciones a que esta fraccidn se refiere™.

En cuanto a la fraccién IX del articulo 39 constitucional, que faculta al
Congreso de la Unién para legislar a fin de distribuir, unificar y coordinar
la funcién social educativa entre la Federacién, los estados y los municipios.
asi como para fijar las aportaciones econdmicas correspondientes e imponer
ciertas sanciones por incumplimiento, cabe sefialar que por referirse pro-
plamente a la parte orgénica de la Constitucién, esta facultad, desde un
punto de vista técnico, no debiera quedar comprendida en el articulo 39
entre las Hamadas “garantias individuales”, méaxime que resulta superflua
en tanto que la fraccion XXV del articulo 73 constitucional reproduce dicha
facultad. Sin embargo, por tener relevancia para la materia educativa es
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conveniente aludir a algunos antecedentes sobre el particular y esclarecer
su alcance.

Como una novedad, el Constituyente de 1917 faculté al Congreso, a tra-
vés de la entonces fraccién XXVII del articulo 73 (hey fraccién XXV, ya
reformada), “Para establecer escuelas profesionales [.. ] y demaés jnstitutos
concernientes a la cultura superior general de los habitantes de la Repiiblica,
entre tanto dichos establecimientos puedan sostenerse por la iniciativa de los
particulares, sin que esas facultades sean exclusivas de la Federacién™, De
ese modo, se instituyd en este tipo de establecimientos (asf como en los que
impartieran ¢nseftanza primaria, elemental y superior, en los términos del
articulo tercero) una doble “concurrencia™: la de los particulares con el
poder piblico y, dentro de este dltimo, la “concurrencia” libre e indiscri-
minada de la Federacién con las entidades federativas al no especificarse
distribucién alguna de funciones entre Jos respectivos 6érganos. Incluso, el
desideritum consistia en que los particulares llegaran a asumir integramen-
te la funcién educativa, de suerte que sélo como temporal y supletoria pro-
cedia admitirla dentro de la actividad del poder piblico.

Por la circunstancia de que a la Federacién no se le otorgase competen-
cia exclusiva en materia de ensefianza, el articulo 14 transitorio suprimid
la Secretarfa de Instryccién Pdblica y Bellas Artes (que desde su creacién
en 1905 no se justificaba técnicamente), a pesar de no haberlo propuesto
asf el proyecto de Carranza.

Posteriormente, con la iniciativa de Alvaro Obregén, a propuesta de José
Vasconcelos, la educacién ptblica recibié en México su primer. impulso
serio. Con ¢l propésito de impulsar la llamada “federalizacién de la ense-
fianza” (estrictamente, aunque resulte paradéjico, “centralizacién™), en 1921
se reform6 la Constitucién; por una parte, la entonces fraccién XXVII del
articulo 73 a efecto de dotar al Congreso de la Unidn de nuevas facultades
en materia educativa y, por otra, el articulo 14 transitorio para tildar en el
mismo la supresién acordada por el Constituyente de Querétaro de la Se-
cretaria de Instruccién Pdblica y Bellas Artes; como consecuencia de esta
dltima reforma se pudo crear, el 5 de septiembre de 1921, la Secretaria de
Educacién Piblica.

En cuanto al primer aspecto de la reforma de 1921, la entonces fraccién
XXVII faculté al Congreso ara “establecer y sostener en toda la Repi-
blica” diversas instituciones educativas que enumeraba —funciones que, por
su naturaleza, propiamente corresponden al Ejecutivo—, asi como para “le-
gislar en todo lo que se refiera a dichas instituciones”, es decir, las estable-
cidas y sostenidas por la Federacién. Congruente con lo anterior, la reforma
reconocia idéntica facultad a los estados, pues a su potestad de crear es-
cuelas debia corresponder la de legislar sobre las mismas: “La Federacién
tendré jurisdiccién sobre los planteles gue ella establezca, sostenga y orga-
nice sin menoscabo de la libertad que tienen los Estados para fegislar sobre
el mismo ramo educacional”. Como advierte el distinguido jurista Tena
Ramirez, esta disposicién sélo cabe interpretarla en el sentido de que los
estados podian legislar sobre los planteles propios, segin lo previsto cate-
goricamente en la primera parte del precepto. De este modo, era la Cons-
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titucion misma y no el Congreso de la Uni6én —-como se previno con pos-
terioridad—, 1a que deslindaba los campos federal y local, por lo que en
materia educativa la concurrencia se daba tinicamente dentro del tema ge-
neral de la educacién piblica, no en cuanto al 4mbito concreto de cada
competencia (Tena, p. 388).

La “federalizacién™ de la tarea educativa, aunque restringida, la hizo po-
sible la reforma constitucional de 1921, pero la “concurrencia” que de alli
surgié inspir6 con el tiempo la conveniencia de instituir un regulador, que
distribuyera, unificara y coordinara la educacién en toda la Repiblica. A
tal finalidad correspondi6 la reforma de 1934 —al articulo 39, dltimo pé-
rrafo (hoy fraccién 1X), y al articulo 73, fraccién desde entonces XXV y
que corresponde a la antigna XXVII, pero que pasé a ocupar tal nimero en
virtud de la supresién de dos fracciones previas-—, que por ello implicé una
innovacifn en nuestra técnica constitucional. La triple tarea de distribuir,
unificar y coordinar la educacién publica, Ia encomendé la reforma de 1934
al Congreso de la Unién a manera de regulador en funciéu jegislativa. De
este modo, desde el afio de 1921 hasta antes de 1934 las entidades federa-
tivas gozaron constitucionalmente de una auténtica autonomia en la materia
que les permitia, dentro de su “jurisdiccién”, determinarse por medio de sus
constituciones, de sus leyes y de sus actos administrativos. “Mas a partir
de 1934 —apunta Tena Ramirez— la autodeterminacién de Ias entidades
ha quedado practicamente a merced dei Congreso de la Unidén” (p. 393), en
cuzato a la distribucién de la funcién social educativa entre la Federa-
cién, los estados y los municipios, asf como a la fijacién de las aportacio-
nes econdmicas correspondientes y la imposicién de sanciones por incumpli-
miento, en los términos de la Ley Federal de Educacién y la Ley para la
Coordinacién de Ia Educacién Superior.

Conviene sefialar, sin embargo, que la facultad conferida al Congreso de
la Uni6n por la fraccion XXV dei articulo 73 constitucional para legislar
en todo lo que se refiere a aquellas instituciones educativas que se encuen-
tra habilitado para “establecer, organizar y sostener en toda la Repblica™,
cabe entenderla sélo con respecto a los planteles de ia Federacién, ya que
la facultad federal no desplaza a la de los estados en la misma materia,
dentro de sus respectivos territorios. Existe, pues, una doble “jurisdiccién”
en la imparticién de la ensefianza por el poder piblico: la “jurisdiccién” fe-
deral, que por razén del territorio abarca toda la Repiiblica y que por
razén de la materia se constrific a los establecimientos federales; y la “ju-
risdiccidn” estatal, que geogréficamente reconoce por limites los de cada
entidad federativa y dentro de ellos se ejercita sobre los planteles que el
respectivo Estado sostiene.

Para concluir, es importante aludir al reciente Acuerdo Nacional para
la Modernizacién de la Educacién Bésica, suscrito el 18 de mayo de 1992
por el Ejecutivo Federal, los gobiernos de las entidades federativas y los
directivos del Sindicato MNacional de Trabajadores de la Educacién, a través
del cual —entre otros aspectos relevantes— se encomienda a los gobiernos
estatales encargarse de la direccién de los establecimientos educativos con
los que la Secretaria de Educacién Piiblica habia venido prestando, en cada
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estado y bajo todas sus modalidades y tipos, los servicios de educacién pre-
escolar, primaria, secundaria y para la formacién de maestros, incluyendo
1a educacién normal, la educacién indigena y la educacién especial —tras-
paséndose los bienes inmuebles y muebles, asi como los recursos financie-
ros, utilizados en su operacién—; por su parte, el Ejecutivo Federal conser-
va las facultades normativas previstas por la Constitucién y la Ley Federal
de Educacién, incluyendo la definicién de los planes y programas para los
tipos y grados educativos mencionados, la elaboracién y actualizacién de
los libros de texto gratuito para la educacién primaria, asi como el estable-
cimiento de los procedimientos de evaluacidn del sistema educativo nacio-
nal, bajo el principio de un auténtico y corresponsable federalismo educativo.

Véanse los comentarios a los articulos 59 (parrafos segundo y cuarto), 18
{(pérrafo segundo), 27 (fraccién IID), 31 (fraccién I), 73 (fraccion XXV),
123 (apartado “A”, fraccién XII, y apartado “B", fraccién VII) y 130 (pa-
rrafo decimosegundo).

BIBLIOGRAFIA: Burgoa, Ignacio, Las garantias individuales, 6a. ed.,
México, Porria, 1970, pp. 438-453; Cisneros Farias, Germén, E! articulo
tercero constitucional: andlisis histérico, juridico y pedagdgico, México, Tri-
llas, 1970, passim; Orozco Henriquez, José de Jesis, Régimen de las rela-
ciones colectivas de trabajo en las universidades piiblicas autonomas, Méxi-
co, UNAM, 1984, pp. 99-150; Rangel Guerra, Alfonso, “La autonomia
universitaria en la Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos”,
Deslinde, México, UNAM, nim. 153, septiembre de 1982, 22 pp.; Tena
Ramirez, Felipe, Derecho constitucional mexicano, 18a. ed., México, Pormia,
1981, pp. 385-406; Valadés, Diego, “Derecho de la educacién”, Introduc-
cién al derecho mexicano, México, UNAM-LGEM, 1983, t. II, pp. 1349-1393.

DR © 1992. Universidad Nacional Auténoma de México - Instituto de Investigaciones Juridicas





